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En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adm'mstretiva, de 27 
de diciembre de 1959, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3. ° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propics términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarda V. E. muchos años.
Madrid, 17 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarás.
Excmo Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Armada

(AJEMA).

12712 ORDEN 111/00933/1983, de 17 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Territorial de Madrid, dictada con fecha 
5 de octubre de 1982, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don José Guerrero Mu­
ñoz, Subteniente Especialista Mecánico Ajustador 
de Armas de primera, del Ejército de Tierra.

Ex- no. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instrnci. i, ante la Sala Segunda de la Sección de lo 
Conten íoso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Ma­
drid, entre partes, de una, como demandante, don José Guerre­
ro Muñoz, Subteniente Especialista del Ejército, quien postula 
por si mism-\ y de otra, como demandada, la Administración 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra la Orden Circular de 15 de iun'o de 1974 y resolución 
de 10 t octubre de 1974, se ha dictado sentencia, con fecha 
5 de octubre de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, estimando el recurso contencioso-adminis- 
tre.’-vo interpuesto por don José Guerrero Muñoz, contra la 
Orden Circular de 15 de junio de 1974 y contra la resolución 
dicta:. el 10 de octubre de 1974, denegatoria del recurso de 
reposi- ón, dejemos anular y anulamos dichos actos adminis­
trativos por se contrarios al Ordenamiento Jurídico, y en su 
lugar declaramos que el recurrente tiene derecho a que se le 
recon-z-a ei tiemoo de servicios prestados en el CASE tanto 
con carácter provisional como definitivo, con la «considera­
ción» de Oficial a todos los efectos y especialmente el de trie­
nios. £:n costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firma: ios.»

En cu virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 
de dic mbre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982,. de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo eue comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid. 17 da mano de 1933.—P. D., el Secretario general 

para A.suntos d3 Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmo. Sr. Tenienle General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

12713 ORDEN 111/00962/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 16 
de noviembre de 1982 en el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por doña María Luisa 
Ruiz García, viuda del Subteniente Auxiliar de Ve­
terinaria, don Raimundo Lapeña Pérez.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, corno demandante, doña María 
Luisa Ruiz García, viuda de Subteniente Auxiliar, quien postula 
por si mismo, y de otra, como demandada, la Administración 
Públi-a, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 25 de abril 
y 24 de diciembre de 1979, se ha dictado sentencia con fecha 
16 de noviembre de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimamos el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por el Procurador señor Dorremochea Aram- 
buru en nombre y representación de doña María Luisa Ruiz 
García contra resoluc*^^ del Ministerio de Defensa de 25 de 
abril y 24 do diciembre de 1979, que dejamos 9in efe~to como 
no ajustadas a derecho, declarando en su virtud, que el falleci­
miento de su esposo don Raimundo Lapeña Pérez, Subteniente 
Auxiliar de Veterinaria, acaecido el 4 de junio de 1978, lo fue 
en acto de servicio con las consecuencias legales inherentes 
a tal declaración; sin expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con io establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
©I artículo 3.° de la Orden del Ministerio ¿e Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de marzo de 1983.—P. D„ él Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejército 
(JEME).

12714 ORDEN 111/00976/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentenci del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 19 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Antonio Montaña Orduña, Bri­
gada de Infantería.

Excmo. Sr.; En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Antonio Montaña 
Orduña, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo 
d" Justicia Militar, de 27 de diciembre de 1979 y 27 de enero 
de 1982, se ha dictado sentencia, con fecha 19 de enero de 
198?, cuya parte dispositiva, es como sigue;

«Fallamos; Que desestimando la causa de inadmísibilidad 
alegada por el señor Abogado del Estado, Defensor de la Ad­
ministración, y estimando parcialmente el recurso interpuesto 
por don Antonio Montaña Orduña contra acuerdos del Consejo 
Supremo de Justicia Militar, de 27 de diciembre de 1979 y 27 de 
enero de 1982, debemos anular y anulamos los referidos acuer­
dos como disconformes a derecho, y en su lugar declaramos 
el derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo señala­
miento de pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100 sobre 
la base correspondiente, con efecto desde 1 de abril; y sin 
especial declaración sobre condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada centencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de marzo de 1983 —P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

12715 ORDEN 111/00977/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 28 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José García Alcázar, Sargento 
de Aviación.

 Excmo. Sr.; E. el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José García Al­
cázar, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de Jus­
ticia Militar, de 21 de febrero de 1979 y 16 de diciembre de 
1981, se ha dictado sentencia, con fecha 28 de enero de 1983, 
cuya parte dispositiva, es como sigue;

•Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don Jo­
sé García Alcázar, contra acuerdos del Consejo Supremo do 
Justicia Militar, de 21 de febrero de 1979 y de 18 de diciembre 
de 1901, sobre haber pasivo de retiro dimanante de) Decre­
to ley 6/1978, debemos anular y anulamos los referidos acuer­
dos, como disconformes a derecho, y en su lugar declaramos 
el derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo señala­
miento de pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100 sobre 
la baso correspondiente; con especial condena en costas.

Así por sta nuestra sentencia, que se publicará en el 'Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»


